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Señor Presidente de la Conferencia Internacional del Trabajo, 
señoras y señores.   
  
Los pertinentes e importantes aspectos del mundo del trabajo y de 
la economía tratados en la memoria del Director General, reflejan 
claramente los profundos problemas que aquejan a nuestras 
sociedades. En el caso de América Latina hay múltiples 
desigualdades, marginación e inequidades que se reproducen 
generación tras generación y Costa Rica no es la excepción. La 
memoria señala los enormes retos y deudas sociales pendientes, 
agravadas por la pandemia y los contextos multicrisis que estamos 
viviendo.  
  
También alude a la importancia del trabajo decente para la justicia 
social, y la diversidad de carencias que en ambos aspectos 
proliferan en nuestros países, pone en evidencia la insuficiencia 
de políticas públicas solventes para reparar los daños sociales y 
propender al futuro del trabajo en sintonía con la Declaración del 
Centenario.   

Coincidimos en que el trabajo decente es imprescindible para el 
desarrollo humano sostenible, y que a través del tripartismo puede 
dársele al mundo laboral una proyección transformadora, para 
orientar políticas de desarrollo centradas en las personas, a partir 
de un nuevo contrato social inclusivo.   



 

 

Pero en Costa Rica hay fuertes ataques contra la libertad sindical, 
la negociación colectiva y la huelga, tanto en el sector público 
como en el privado; estamos viviendo importantes retrocesos en 
materia de derechos sindicales y laborales, tanto por reformas 
legales que han eliminado en la práctica el derecho de huelga y la 
negociación colectiva, como por iniciativas parlamentarias que 
buscan intensificar las jornadas de trabajo con modalidades 
precarizantes, abaratando al máximo la fuerza laboral. Incluso los 
sistemas de educación y formación profesional muestran rezagos 
por insuficiente inversión e innovación. La modalidad de formación 
dual carece de derechos y protección económica y social.  Todo 
esto es resultado en gran parte de la falta de voluntad política para 
el diálogo tripartito. Revitalizar el tripartismo, en lugar de diluirlo, 
es clave para renovar el contrato social, porque sin libertad sindical 
no hay tripartismo ni hay democracia.   

La protección social y económica es un ámbito muy preocupante 
para la clase trabajadora. El informe señala el aumento del costo 
de la vida para las mayorías. Tenemos políticas salariales 
ancladas en salarios mínimos, o   estancadas con salarios 
congelados como el caso de Costa Rica. Además, cada día es más 
difícil conciliar la vida laboral con la vida familiar, y los sistemas de 
protección y seguridad social demandan una atención prioritaria 
que no están recibiendo, a pesar de que son la columna vertebral 
del bienestar, la cohesión y la estabilidad social. En Costa Rica, 
estamos viviendo una acción gubernamental sin precedentes en 
demérito de la seguridad social, incluso con una deuda billonaria 
del Estado que hasta la fecha no hay voluntad de honrar. 

Como se infiere del informe del Director General, la 
descomposición del contrato social ha creado serios riesgos en el 



 

 

desarrollo humano. Este es un tema medular para nosotros, 
porque el sindicalismo a nivel nacional e internacional viene 
reclamando un nuevo contrato social, que ayude a superar el 
estatus quo estructural, así como recentrar y reasignar la 
soberanía en el pueblo, sin tolerancia a la corrupción, la evasión 
fiscal, la exclusión o la discriminación imperantes en Costa Rica, 
como en muchas de nuestras naciones. 

El multilateralismo, como dicen la CSA y la CSI, debe ser capaz 
de anteponer los derechos, la equidad y la justicia sobre los 
intereses de las élites financieras y económicas.  

En  Costa Rica la legislación, las políticas y las acciones 
gubernamentales cada vez nos alejan más de la justicia social que 
el Director General apuntala como norte.  

La globalización de la justicia es uno de los principales retos del 
multilateralismo, y en el caso del mundo laboral es vital reforzar la 
administración e inspección del trabajo, así como los procesos y 
mecanismos de justicia laboral.  Sin embargo, en Costa Rica 
tenemos un escenario político privatizador, donde se pretende 
clausurar o poner en venta varias instituciones públicas, 
desconociendo el valioso e imprescindible rol que tienen para la 
ciudadanía y para la gobernanza nacional.   

Finalmente, queremos expresar la necesidad de una OIT más 
potente, con mayor incidencia en materia de cooperación para 
revitalizar el tripartismo y reinvertir en los programas y políticas de 
trabajo decente, fortaleciendo sus mecanismos de control 
normativo. Por eso, tenemos esperanza en la creación de una 
verdadera Coalición Mundial para la Justicia Social, que sea 
transformadora, en particular por el enfoque normativo que 



 

 

aportaría y los beneficios sociales que podría dar, haciendo más 
eficaz la acción de la OIT. 

 


